PROYECTO DE LEY

El Senado y La Honorable Cámara de Diputados de la Provincia de Buenos Aires sancionan con fuerza de,
LEY

        DECLARACION DE  ZONA DE DESASTRE: 

 ESTABLECIMIENTO DE UN REGIMEN DE REPARACION Y ASISTENCIA EN FAVOR DE LOS  DAMNIFICADOS POR LAS INUNDACIONES.
Articulo 1°.- Declárese zona de desastre por el plazo de ciento ochenta días a los municipios de La Plata, Berisso, Ensenada, La Matanza y todos aquellos que se declaren afectados por el Poder Ejecutivo Provincial respecto de las inundaciones acaecidas los días 1, 2 y 3 de abril del año 2013.
Artículo 2°.- Crease el Fondo Especial para la Reparación y Asistencia a los Damnificados por las perdidas ocurridas en las zonas declaradas en el artículo 1°.

La Jefatura de Gabinete de Ministros de la Provincia de Buenos Aires será la Autoridad de Aplicación para el cumplimiento de los preceptos establecidos en la presente ley, quien a su vez deberá trabajar conjuntamente con los Ministerios Provinciales de Gobierno, Economía, Infraestructura y Desarrollo Social.

La administración de los recursos que integran el Fondo será coordinada por el Gobierno de la Provincia de Buenos Aires. El procedimiento administrativo de disposición de los mismos será realizado en conjunto con los municipios afectados para el cumplimiento de los fines de la presente ley. 

Artículo 3°.- Destinase una partida especial del Presupuesto Provincial al fondo creado precedentemente para la reparación y asistencia de TRESCIENTOS MILLONES DE PESOS ($300.000.000). Facúltese al Poder Ejecutivo Provincial a incrementar su monto en la medida de las necesidades que surjan como consecuencia de la cuantificación de los daños, hasta la suma de QUINIENTOS MILLONES DE PESOS ($500.000.000).-
Artículo 4°.- Facúltese al Poder Ejecutivo provincial a reestructurar, modificar o reasignar las partidas presupuestarias que resulten necesarias para dar cumplimiento a la presente ley.
Artículo 5°.- El Fondo creado en el artículo 2°,  tendrá como objetivo financiar un régimen de reparación integral destinado a atender los menoscabos padecidos por los habitantes de zonas inundadas comprendidas en la declaración de Zona de desastre establecida en el artículo 1°,  y en la medida que el procedimiento que se establezca en la reglamentación determine un grado de afectación suficiente para ser incluido en alguna de las categorías que a continuación se detallan:
a. Afectación de la vida.- La reparación, tiende a paliar los daños materiales y espirituales derivados de la pérdida de la vida humana que guarden relación de causalidad inmediata con la inundación. El monto a percibir  por muerte será único, y la suma será determinada en forma conjunta por las autoridades mencionadas en el artículo 2° y las jurisdicciones afectadas. 

b. Deterioros o pérdidas causadas en inmuebles de residencia y muebles accesorios: La estimación monetaria será fijada exclusivamente en función de la reparación de los inmuebles en tanto no corresponda su relocalización. El monto que se acuerde deberá destinarse exclusivamente a dicha reparación, sea por la realización de trabajos necesarios o como imputación a los gastos ya incurridos por ese concepto. En cuanto a la reparación o reposición de los bienes muebles de que se trate, serán incluidos siempre y cuando el perjuicio tenga una relación adecuada de causalidad con el mencionado fenómeno hídrico.
c. Deterioros o pérdidas causadas en otros bienes muebles: La determinación de la ayuda será fijada exclusivamente en función de la reparación o reposición de los bienes de que se trate, siempre y cuando tengan una relación adecuada de causalidad con el fenómeno hídrico y conforme el procedimiento que al efecto dicte la Autoridad de Aplicación.

Artículo 6°.- Solo podrán recibir los beneficios establecidos en el presente régimen aquellas personas a quienes les corresponda asumir el costo de la reparación o restitución de los inmuebles y de los muebles en ellos localizados al tiempo del evento. Respecto al beneficio establecido en el artículo 5 inc. a),  serán beneficiarios el cónyuge, hijos menores, en su caso, convivientes a cargo de la víctima, y los padres en tanto no lo solicitaran los beneficiarios anteriormente detallados. El carácter de legitimado se acreditará sumariamente de acuerdo al modo que establezca la reglamentación, que deberá contener la modalidad de pago entre los beneficiarios de acuerdo a las pautas del derecho común y las formalidades a observar en el caso de beneficiarios menores de edad.
Artículo 7°.- Créase un Registro de Damnificados con la finalidad de obtener en forma ordenada, accesible  y transparente los datos de los beneficiarios y los montos otorgados en concepto de reparación. La creación y administración de dicho Registro estará a cargo de la Autoridad de Aplicación. A efectos de lo dispuesto en el artículo anterior, en relación a la reparación de daños en los bienes de aquellas personas damnificadas, el Poder Ejecutivo coordinará con los municipios alcanzados por la presente, la organización de un registro de damnificados. 
El Poder Ejecutivo, determinará la Autoridad de Aplicación, la que establecerá criterios objetivos y estandarizados de evaluación. El registro de damnificados permanecerá abierto por el término de noventa (90) días, período durante el cual las personas damnificadas podrán inscribirse en el mismo. El Poder Ejecutivo deberá, vencido el plazo de la emergencia, elevar a la Honorable Legislatura, un informe pormenorizado de las acciones y medidas adoptadas en el marco de ésta ley.
Artículo 8°.- La Autoridad de Aplicación deberá establecer un sistema que provea de servicios médicos, psicológicos, jurídicos y sociales a los afectados que se incluyan en las categorías detalladas en el artículo 5°.
Artículo 9°.- Facúltese al Poder Ejecutivo Provincial a través de los organismos de recaudación fiscal y previsional a conceder planes de pagos especiales, a la realización de quitas y/o condonaciones a los contribuyentes incluidos en la zona de desastre descripta en el artículo 1°.
Articulo 10°.- Invítase a los municipios afectados por el fenómeno meteorológico ocurrido los días 2 y 3 de abril del 2013 a adherir a la presente ley y a disponer en el ámbito de su competencia, medidas de similares características a las establecidas en la presente ley.

Artículo 11°.- Comuníquese al Poder Ejecutivo Provincial.

FUNDAMENTOS

El proyecto de ley que hoy presentamos tiene por objeto brindar una reparación integral a las víctimas de las trágicas inundaciones del violento temporal que afectó a la ciudad de La Plata y distintas localidades de la Provincia de Buenos Aires durante los últimos días.

Conforme a la Organización de las Naciones Unidas, el concepto de reparación se establece en base a las acciones u omisiones que puedan atribuirse al Estado. Las formas de reparación son: restitución, indemnización, rehabilitación, satisfacción y garantía de no repetición.

La indemnización debe ser proporcional a la gravedad y a las circunstancias de cada caso, señalando una serie de perjuicios que serían económicamente valuables. Algunos de ellos son: el daño físico y mental; la pérdida de oportunidades; daños materiales y/o pérdida de ingresos; perjuicios morales; gastos de asistencia jurídica, médica, entre otros.

La rehabilitación implica que el Estado provea de servicios médicos, psicológicos, jurídicos y sociales para el bienestar de la víctima.

La satisfacción incluye la totalidad o una parte de los puntos mencionados, y la garantía de no repetición significa  la creación de medidas por parte del Estado tendientes a evitar la repetición del daño causado.

A su vez, el concepto de complementariedad supone la adopción de procedimientos legislativos y administrativos que permitan poner a disposición de las víctimas recursos suficientes, eficaces, rápidos y apropiados, incluida la reparación. En razón de ello se propone la creación del sistema establecido en el artículo 8° del presente proyecto.

Lo que esta ley persigue es el reconocimiento de la responsabilidad del Estado Provincial en los hechos acaecidos, dada su clara omisión en términos de realización de infraestructura hidráulica pluvial. Observamos numerosos antecedentes que dan cuenta de la continuidad histórica de dicha problemática y creemos en la necesidad de un profundo debate que debe darse en el marco de la ausencia de previsión e inversión en obras de infraestructura y la falta de aplicación de planes de contingencia.

Al momento de presentar este proyecto, la cantidad de muertos en La Plata asciende a 52, existiendo aún decenas de personas presuntamente desaparecidas durante la tragedia. A ello hay que sumarle más de 500 evacuados, y miles de personas que, si bien permanecen en sus hogares, lo hacen en condiciones de extrema precariedad. Las imágenes transmitidas por los medios de comunicación dan cuenta de una ciudad prácticamente devastada.

Por estas horas somos testigos de una gran campaña solidaria espontánea de la ciudadanía, que es canalizada a través de diversas organizaciones sociales en distintos puntos del país.

Asimismo se han anunciado desde las esferas gubernamentales diversas acciones de asistencia a los afectados, exenciones y condonaciones impositivas, subsidios y líneas de crédito.

La magnitud de la tragedia y el nivel de afectación que ésta ha producido en la vida presente y futura de los miles de damnificados demanda soluciones mucho más profundas por parte del Estado.

El subsidio y el otorgamiento de créditos blandos no implican per se el reconocimiento político por parte del Estado de su responsabilidad en la producción del daño, cualidad que sí posee el acto reparatorio. Es por ello que la actual política de otorgamientos de subsidios y créditos blandos refleja una asistencia pública de carácter exclusivamente económico, la cual debe ser reemplazada por un criterio político a través de la reparación propuesta en el marco de este proyecto.
Por último,  queremos remarcar la importancia de la transparencia en el manejo de los fondos destinados a las medidas reparatorias, por lo cual se incluye la creación de un Registro de Damnificados en donde se pueda en forma accesible y ordenada obtener los datos de los beneficiarios y el monto de reparación. La creación y administración de dicho Registro estará a cargo de la Autoridad de Aplicación. 
Por los motivos expuestos, solicitamos a los Diputados y Diputadas, la aprobación del presente Proyecto de Ley.
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